Carátula 


(Ingresa a Sala un representante de la Asociación de Bancos Privados del Uruguay) 
(Asume la presidencia el señor Senador Michelini) 


La Comisión de Hacienda da la bienvenida al economista Julio de Brun, quien concurre en representación de la Asociación de Bancos Privados 
del Uruguay a los efectos de brindar su punto de vista acerca del proyecto de ley de Reforma Tributaria que tenemos a estudio. 


SEÑOR DE BRUN.- En nombre de la Asociación de Bancos Privados del Uruguay es un honor asistir a esta Comisión para intercambiar algunas ideas o, 
al menos, trasmitirles nuestras opiniones sobre este proyecto de Reforma Tributaria. Como tengo conocimiento de que la Comisión tiene una agenda 
bastante extensa, preparé una nota que agradezco se fotocopie y reparta luego de que finalice mi exposición. Allí figura el detalle de mi presentación y 
algunas sugerencias de textos alternativos. 


Nosotros hemos manifestado en otras oportunidades -primero al Ministerio de Economía y Finanzas cuando hizo la consulta pública sobre las 
ideas que contenía el proyecto de Reforma Tributaria, luego a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes y, por último, al Poder Ejecutivo y 
al Banco Central por otro documento- que teníamos discrepancias de fondo con el espíritu de la iniciativa. Me refiero, sobre todo, a lo que tiene que ver con 
los aspectos del sistema financiero, con la introducción de un impuesto a las ganancias de capital y, en particular, con el gravamen sobre los depósitos 
bancarios. En otras oportunidades hemos sostenido que ese tipo de tributación tiene efectos negativos sobre la acumulación de ahorro y, eventualmente, 
sobre la formación de capital y el crecimiento económico a largo plazo. Respecto a otros objetivos que ha manifestado y tiene el Poder Ejecutivo con esta 
iniciativa, sobre todo en materia de equidad, hemos señalado que los productos financieros poseen la particularidad de que sus rendimientos arbitran en 
función de las alternativas que existan con lo cual, seguramente, va a terminar recayendo sobre los propietarios del capital poco o nada de este impuesto y 
probablemente se termine trasladando, en la medida en que las condiciones de mercado lo permitan, hacia otras puntas de la intermediación financiera. 
Nuestra opinión es que, básicamente, en el mediano plazo se va a observar un alza de las tasas de interés que paga el sistema bancario y, en definitiva, el 
impacto de esta reforma terminará repercutiendo en el costo del crédito, con lo cual los potenciales objetivos en materia de equidad que pudiera buscar el 
proyecto de ley serán prácticamente nulos. 


Por otro lado -no voy a entrar demasiado en el tema- quiero señalar que en lo que tiene que ver con el Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas, en la parte de Rentas del Trabajo, creo que también a mediano plazo vamos a observar un incremento significativo, sobre todo en lo que tiene que 
ver con costos de mano de obra calificada. Esto repercutirá negativamente en las actividades intensivas en lo que respecta a la contratación de mano de 
obra calificada, entre las cuales está la actividad bancaria. Es decir que, de alguna manera, también prevemos, sobre todo a partir de determinadas 
especialidades o de servicios profesionales con un alto valor agregado -de los cuales los Bancos son usuarios intensivos- una alta probabilidad de que en el 
mediano plazo y debido al impacto del Impuesto sobre las retribuciones, haya un impacto hacia los demandantes de mano de obra, lo que eventualmente va 
a repercutir en esos costos. 


Debemos tener en cuenta que uno de los factores que explica buena parte del crecimiento económico del Uruguay en los últimos quince años es, 
precisamente, la acumulación de capital humano, en un país donde tradicionalmente la retribución de este capital y los retornos de la educación han sido 
bajos, en comparación con lo que sucede a nivel internacional. Asimismo, se comenzó a observar una mayor dispersión y una mejora en la retribución de la 
educación y del capital humano a lo largo de la década del noventa, lo cual ha estimulado un cambio sustancial en la composición de la oferta y la demanda 
de la mano de obra. Por otra parte, esa acumulación de capital humano es uno de los principales factores explicativos del crecimiento económico del 
Uruguay en los últimos quince años. Por lo tanto, eventualmente, también este impuesto puede tener, por la vía indirecta de gravar la formación de capital 
humano, efectos negativos sobre el crecimiento. 


En definitiva, la inspiración es prerrogativa del artista; por lo tanto, en esta sesión en particular no vamos a hacer comentarios demasiado detallados 
sobre lo que es la inspiración del proyecto de ley, sino sobre lo que consideramos son algunos pincelazos mal trazados cuya filosofía, repito, no 
compartimos. De todas maneras, aceptando lo que hay -aun sin compartirlo, insisto- queremos dejar señaladas lo que, entendemos, son algunas 
deficiencias dentro de la filosofía que inspira esta iniciativa. 


En oportunidad de nuestra comparecencia a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes, uno de nuestros principales 
señalamientos -que fue objeto de una corrección posterior- se refería a que el Impuesto a la Renta de las Actividades Empresariales (IRAE), que se crea en 
el proyecto de ley, tal como estaba concebido establecía limitaciones a las instituciones financieras en cuanto a la posibilidad de deducir algunos costos 
importantes en materia de intermediación, en particular, los intereses. 


Dado que en la mecánica de cálculo del IRAE sólo se admite deducir gastos sobre los cuales otra persona haya pagado Impuesto a la Renta, en el 
caso de los depositantes personas físicas, en materia de intereses, en el proyecto de ley original los Bancos sólo podían hacer una deducción proporcional a 
la tasa del Impuesto a la Renta de las personas físicas sobre los intereses de los depósitos. Eventualmente, si el receptor de éstos no estaba gravado, por 
ejemplo por tratarse de un fondo previsional, los Bancos no podían posteriormente deducir los intereses de ese depósito. Eso fue corregido en el proyecto 
de ley que finalmente aprobó la Cámara de Representantes, al introducir un literal f) en el artículo 22 relativo al IRAE, donde explícitamente admite la 
deducción de intereses por depósitos realizados en instituciones de intermediación financiera, lo que constituye una corrección al proyecto que es 
bienvenida. 


La cuestión es que se realizó lo antes mencionado, pero se dejó de corregir un problema análogo, que es el de la diferencia de cambio. Como los 
señores Senadores sabrán, en el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, versión ganancias de capital -Impuesto a las Rentas de Capital- los titulares 
de depósitos no pagan Impuesto a la Renta sobre la diferencia de cambio. Si un depositante tiene una cuenta corriente, una caja de ahorro o un plazo fijo en 
una institución bancaria y, eventualmente, ese depósito aumenta de valor medido en pesos por una modificación del tipo de cambio, el depositante no paga 
Impuesto a la Renta por esa valorización del depósito. 


Siguiendo la misma lógica para el cálculo del Impuesto a la Renta de las Actividades Empresariales, el Banco no podría deducir gastos por 
diferencias de cambio en los depósitos si dichas diferencias de cambio no están gravadas para el depositante. Imaginen los señores Senadores la distorsión 
que esto provoca en la intermediación financiera. 


Utilizando estrictamente la forma de cálculo de la diferencia de cambio tal como lo requiere el Banco Central, salvo que la DGI establezca otra cosa 
-pero, hoy por hoy, no está indicado en el proyecto de ley- los Bancos contabilizan diariamente, por separado, la diferencia de cambio ganada y la 
perdida. Por ejemplo, si se da una situación en la que el tipo de cambio no varía entre principio y fin de mes, pero a lo largo del mes, algunos días sube un 
peso y otros baja un peso, a fin del mes da igual que al comienzo, pero por los días en que bajó un peso, el Banco tiene una ganancia por diferencia de 
cambio por el depósito, que está gravada, mientras que los días que subió un peso, el Banco tiene una pérdida por diferencia de cambio que no puede 
deducir. Por lo tanto, al culminar el mes, sin haber habido una diferencia de cambio de punta a punta, el Banco tiene un efecto tributario simplemente por 
haber tenido depósitos en moneda extranjera. Eso causa distorsiones de todo tipo dentro de lo que es el rol propio de las instituciones bancarias en el 
manejo y la administración de riesgos a nivel de la economía; no en vano uno concibe a una institución como la bancaria, entre quien tiene el ahorro que es 
el depositante y quien utiliza ese ahorro que, en definitiva, es quien toma un préstamo o realiza actividades de inversión, pero entre medio aparece una 
figura que no solamente es un intermediario, sino que es alguien que toma la obligación del depósito y asume la propiedad del crédito. 


Esa figura tiene una importancia que no es menor en la asignación de riesgos dentro de la economía. Imaginen que cada uno de ustedes, 
potenciales ahorristas, tomaran cada uno por sí la decisión de elegir una empresa y hacerle llegar sus ahorros. Entonces, esos ahorros estarían sujetos a la 
suerte que tuvieran las empresas a las que cada uno de ustedes decidió prestarle. Cuando aparece un Banco en el medio, el mismo responde con su capital 
por los depósitos de todos ustedes y, en definitiva, todos esos ahorros se vuelcan en un pool de fondos que, a su vez, los Bancos asignan entre un pool de 
créditos de empresas, asumiendo ellos el riesgo de la incobrabilidad, que puedan tener los créditos de las mismas, con su propio capital. Entonces, eso 


ocurre en materia de asignación de riesgos crediticios y también en la asignación de riesgos cambiarios. Quiere decir que los Bancos juegan un rol 
importante en la economía, tratando de disminuir los impactos de los descalces de moneda que pueda tener el sector privado, asumiendo sus propios 
riesgos cambiarios. Si como se plantea aquí, tenemos un trato diferencial en materia de diferencia de cambio desde el punto de vista tributario, realmente 
eso tiene un efecto sumamente negativo en el rol de los Bancos como intermediarios. En lo personal, quiero pensar que se trata de un error del proyecto de 
ley, como evidentemente lo fue la limitación en la deducibilidad de intereses y uno esperaría que una vez reconocido el error, se introdujera algún artículo 
que admitiera las deducciones de gastos por diferencias de cambio y otras reevaluaciones, puesto que el argumento que estoy utilizando para las 
diferencias cambiarias también es aplicable para otro tipo de instrumentos indexados como pueden ser depósitos en unidades indexadas y demás. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Frente a este problema se nos ha transmitido que podría lograrse una solución por medio de la reglamentación. Quisiera saber si 
nuestro invitado piensa que eso es posible. 


SEÑOR DE BRUN- Supongo que sería posible en la medida en que creo que esto no ha sido puesto de forma deliberada y que no hay una intención de 
parte del Poder Ejecutivo de generar ese tipo de distorsión en la intermediación financiera. Entiendo que esto es un olvido, un error o un defecto técnico del 
proyecto de ley aunque, si fuera así, preferiríamos que la corrección se hiciera directamente en la norma. Nos parece que en su rol de Legisladores los 
señores Senadores podrían dar las mayores garantías para todos en el sentido de que efectivamente las cosas estarán adecuadamente reflejadas en el 
texto legal. En regimenes jurídicos como el uruguayo es tradicional que la fuente de determinación de los tributos esté claramente establecida en la ley y no 
dejada a lo que puedan ser los cambios en la reglamentación del Poder Ejecutivo. Si el Parlamento no modifica esto, por la razón que sea, obviamente 
llevaremos nuestras argumentaciones hacia el Poder Ejecutivo para que la reglamentación modifique ese aspecto. Finalmente, para contestar la pregunta 
del señor Presidente, debo decir que si bien pensamos que la reglamentación puede corregirlo, preferiríamos que esto figure en la ley, porque daría más 
garantías para todos. 


SEÑOR ABREU.- Es importante que entendamos que aquí, en materia legal, se está definiendo el hecho tributario, el hecho generador y, por lo tanto, si se 
define ese hecho el Poder Ejecutivo no puede distorsionar de ninguna manera lo que dispone la ley. Sería bueno que pudiéramos acceder a una redacción 
sustitutiva, de un proyecto de ley, que pueda ser viable, habida cuenta que hay algunos aspectos de metodología legislativa que impiden que se realicen 
modificaciones. Sin embargo, quizás se podría, al menos, tener en cuenta el aporte que hace el señor contador puesto que es importante. No creo que 
desde el Poder Ejecutivo se pueda hacer una modificación sustancial cuando el hecho generador se establece a partir de la ley. 


SEÑOR DE BRUN.- Cuando están las deducciones admitidas, el proyecto de ley establece un literal genérico en el que se dice “otras que establezca el 
Poder Ejecutivo”. El tema central es cuán laxo es el marco jurídico si, en definitiva, además de lo que establece la ley hay otras cosas que el Poder Ejecutivo 
puede establecer. Este aspecto pudo haber sido establecido, razonablemente, por el Poder Ejecutivo como una deducción y, de la misma forma, también 
puede ser corregido razonablemente en la ley. Simplemente, quiero dejar en poder de los señores Senadores un pequeño texto alternativo -puede ser este 
u otro- que refleja nuestra aspiración. 


Luego hay otro tema que, a nuestro juicio, puede resultar importante en algunas situaciones puntuales y tiene que ver con lo que establecen los 
artículos 10 y 11 del proyecto de ley. 


El artículo 11 dice: “Rentas imputables al establecimiento permanente.- Los establecimientos permanentes de entidades no residentes computarán 
en la liquidación de este impuesto, la totalidad de las rentas obtenidas en el país por la entidad del exterior”. 


Por su parte, el artículo 10 incluye en los casos comprendidos en la definición de establecimiento permanente a las sucursales. 


Nosotros creemos que el temor de la administración tributaria es que se dé la siguiente situación. Me refiero al caso, por ejemplo, de una empresa 
en Uruguay que actúa como sucursal de otra ubicada en el exterior que goza de algún tipo de tratamiento fiscal favorable y demás. En ese caso, las 
actividades en Uruguay las realizaría la casa matriz de la sucursal y, como eventualmente ésta puede tener un tratamiento fiscal más favorable, busca eludir 
las rentas por la sucursal. Pensamos que esta podría ser la inspiración de dichas normas. 


SEÑOR ABREU.- Ese fue el argumento que esgrimió el equipo económico. 


SEÑOR DE BRUN.- Ahora bien, ¿cuál es el problema en materia bancaria, que no fue contemplado por el redactor de este artículo? Que hay operaciones 
puntuales -que pueden llegar a ser importantes en el financiamiento de algunas inversiones en el Uruguay- de tal magnitud que muchas veces exceden la 
capacidad operativa y financiera del establecimiento financiero instalado como sucursal en el Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todo el Banco que está instalado en el Uruguay. 


SEÑOR DE BRUN.- Exacto. Además, no debemos olvidar que hay reglamentaciones específicas, incluso de topes de riesgos que pueden asumir las 
instituciones bancarias en el Uruguay, en función del patrimonio que tienen radicado en el país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto podría darse, por ejemplo, frente a emprendimientos como el de Botnia. 


SEÑOR DE BRUN.- Dado el tamaño de Botnia -o de cualquier empresa relativamente grande en Uruguay, como puede ser Conaprole- prácticamente 
ningún Banco privado en el Uruguay podría realizar un crédito significativo para cubrir sus necesidades financieras. 


¿Qué ocurrió en el pasado cuando había operaciones financieras de envergadura que superaban la capacidad financiera u operativa de la 
institución radicada en el Uruguay? Que esa institución gestionaba ante su casa matriz -que tiene eventualmente una capacidad financiera mucho mayor- el 
otorgamiento del préstamo. Esto es lo que seguramente ocurrirá con algunos de los Bancos que financian a Botnia. Dentro del financiamiento que tiene 
previsto Botnia, hay un Banco que tiene sucursal en el Uruguay, que será el que financiará directamente a la planta de celulosa. 


¿Qué ocurre en estos casos? Si ese Banco internacional actúa en el Uruguay como sucursal y decide hacer una operación financiera de 
envergadura en el país, los intereses brutos de esa operación se van a sumar al Impuesto a la Renta que pague la sucursal en el Uruguay. De esta manera, 
si la operación es de un tamaño significativo, ello puede llegar a implicar una parte importante del patrimonio de la entidad instalada en el Uruguay y, 
además, va a estar gravado el 25%, que es la tasa del IRAE establecida para esa actividad. 


Ahora bien, ¿qué pasa si ese Banco internacional tiene presencia en Uruguay bajo otra forma que no sea sucursal o, incluso, ni siquiera tiene 
presencia en el país? En este caso se le va a cobrar el Impuesto a la Renta de los no residentes, operación que estará gravada con un 12%. 


SEÑOR ABREU.- ¿Y si fuera filial, por ejemplo? 


SEÑOR DE BRUN..- Si la que actúa en el Uruguay es una subsidiaria, una sociedad anónima local, la casa matriz pagaría el 12% del Impuesto a la Renta de 
los no residentes y, si directamente no actúa en el país también va a pagar por este concepto y el mismo porcentaje. O sea que es más beneficioso el trato 
tributario para una entidad bancaria que no actúa en Uruguay a través de una sucursal que para la que sí lo hace. Supongo que no es intención del proyecto 
de ley del Poder Ejecutivo desestimular la presencia o la forma jurídica de “sucursal” para los Bancos y que esto simplemente es algo que se redactó con 
otro propósito, ignorando esta situación puntual de esas entidades donde claramente no hay una operación de evasión tributaria, sino un tema de capacidad 
operativa de la institución que actúa en el país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Hay posibles soluciones para esa situación? 


SEÑOR DE BRUN.- Redactamos una alternativa estableciendo una excepción de lo dispuesto en esta limitación para las sucursales cuando se trate de 
operaciones que -por su monto, volumen o características especiales- sea razonable que puedan realizarse desde el exterior sin necesidad del 
establecimiento permanente en el país o cuando excedan la capacidad del mismo. Además, establece que podrá efectuarse una consulta vinculante al 
organismo recaudador en tal sentido y en caso de que transcurran treinta días sin contestación, se considerará aprobado el criterio sustentado por el 
consultante. 


La idea es que quede una puerta abierta para que, frente a una operación especial, se pueda hacer un planteo ante la administración tributaria y 
obtener un trato que no discrimine entre formas jurídicas de quien realiza la operación financiera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahí se podría dar el caso de que una empresa que fuera a hacer algo de envergadura y en cierta medida licite -no digo que lo haga, 
pero que llame a interesados- a unos, por tener sucursales, se les tenga que aplicar el impuesto correspondiente y a otros sólo el 12%. 


SEÑOR DE BRUN.- Es claro, ahí habría un tratamiento tributario diferenciado. 


Otro punto en donde creemos que los Bancos son objeto de una discriminación -seguramente no pretendida, pero en definitiva injusta- es en 
materia de beneficio de abatimiento del Impuesto al Patrimonio. La versión actual del artículo 49 del Impuesto al Patrimonio del nuevo proyecto de ley 
modifica el artículo 47 del Impuesto al Patrimonio original, estableciendo un régimen de abatimiento en función de lo generado por el Impuesto a la Renta de 
las Actividades Empresariales. Sin embargo, se deja afuera de ese beneficio a las entidades residentes que tengan el total del patrimonio representado por 
títulos al portador, así como a la empresa uruguaya que tiene acciones nominativas, pero su titular no es una persona física. Nos imaginamos que aquí el 
propósito del Poder Ejecutivo es favorecer la nominatividad de las empresas y, por lo tanto, limita este beneficio a quienes, de alguna manera, revelan su 
propiedad. 


Ahora bien, tal como está redactada la norma en este momento los Bancos no podrían acceder a este beneficio, porque si bien están constituidos 
en el Uruguay por acciones nominativas, sus titulares son normalmente personas jurídicas. Sin embargo, si vamos a la esencia de lo que se procura, que es 
conocer quién está detrás de la empresa, nos encontraremos con que hay pocas empresas en el Uruguay de las cuales sepan más quién está detrás de 
ellas que los Bancos. Precisamente, estos últimos deben revelar ante el Banco Central del Uruguay no solamente quienes son los titulares de las acciones 
nominativas, sino también -cuando se les dice quién está detrás de ellas; normalmente son personas jurídicas- indicarles con un alto grado de detalle cuáles 
son las entidades que a su vez son propietarias de las personas jurídicas que están detrás de los Bancos que operan en nuestro país. O sea que realmente 
en materia de transparencia en lo que hace a la propiedad, es mucho más clara esa situación en el caso de los Bancos que, de pronto, en muchas otras 
empresas que sean alcanzadas por estos beneficios pero que, eventualmente, el titular puede ser una persona física, un testaferro o cualquier otra persona 
sobre la que, en definitiva, la identidad queda difusa por más que sea una acción nominativa en manos de una persona física. 


Entonces, si lo que se quiere con esto es favorecer la nominatividad, nos parece que, de alguna manera, es injusto dejar afuera del beneficio a 
instituciones como los Bancos -aunque no son las únicas- que realmente revelan ante los organismos públicos reguladores, con un alto grado de detalle y 
con gran transparencia, quiénes son sus titulares; además, la transferencia de esa titularidad normalmente no se puede hacer sin la autorización del 
organismo regulador competente que, en el caso de los Bancos, es el Banco Central del Uruguay. 


Por allí lo que hacemos es incluir algún artículo que otorga la facultad al Poder Ejecutivo, al menos, de extender el beneficio a sociedades por 
acciones nominativas cuyo titular es una persona jurídica, pero que, ya sea por su vinculación con el Estado o por imposición del regulador, tiene que 
revelar con claridad quién es el titular último del capital accionario. 


Por otro lado y en materia de trato, digamos, relativamente equitativo entre sectores y situaciones, queremos señalar el caso del Impuesto que se 
aplica sobre los dividendos distribuidos, que es una novedad que se introdujo en la discusión del proyecto en la Cámara de Representantes, pues no estaba 
en la iniciativa original. En definitiva, se aplica una alícuota diferencial del 7% cuando las rentas del capital son distribuidas. Es decir que si una empresa 
retiene utilidades, paga por impuestos un 25%, pero eventualmente, si distribuye las utilidades, entre ese 25% y este 7%, termina pagando un Impuesto a la 
Renta del 32%. Aquí, seguramente, la inspiración del Poder Ejecutivo está en ejemplos de otras legislaciones donde, para promover el uso de capital propio 
en el financiamiento de las inversiones, justamente se grava con tasas diferenciales la distribución de dividendos y se trata de exonerar a las utilidades 
retenidas por las empresas o de tener con respecto a ellas un tratamiento tributario más favorable. 


El tema es que esto se introduce -esta diferenciación se instrumenta por medio de esta ley- en un momento inmediatamente posterior a una crisis 
como la que tuvo el Uruguay en los últimos años, cuando muchas empresas perdieron mucho dinero -entre ellas, los Bancos, pero no sólo éstos- y donde la 
respuesta de las empresas ante esas pérdidas ha sido muy variable. Hay empresas que, ante las pérdidas que tuvieron en esos años, han repuesto el 
capital de giro con fondos propios de los dueños o mediante préstamos de proveedores -normalmente, esto se ha dado bajo la forma de préstamos- y a 
medida que la situación iba mejorando, fueron reconstituyendo su capital reteniendo utilidades. 


O sea que, en definitiva, el dinero que han puesto los dueños ha estado bajo la forma de préstamos de terceros a la empresa. Luego, en la medida 
en que el ciclo económico permita ir sustentando sus inversiones y sus necesidades de fondos puedan ser satisfechas con los propios recursos generados 
por sus operaciones, vuelven a retirar el dinero. Este tipo de empresas va a tener un tratamiento tributario favorable con esta ley porque, en definitiva, están 
reconstituyendo su patrimonio reteniendo utilidades. 


Por otro lado, hay otras empresas que ante las pérdidas sufridas durante el año 2002, aportaron capital propio, es decir, repusieron el capital, el 
patrimonio perdido, con aporte de capital de los dueños. Esto no fue por la vía de los préstamos sino, como dije, con capital de riesgo. Este es el caso de 
los Bancos, ya que por exigencia del Banco Central en su momento debieron reponer todas las pérdidas que habían sufrido durante la crisis financiera con 
aportes de capital. ¿Qué les pasa a esos Bancos? Hoy, con la situación más equilibrada, tienen un capital holgado, porque lo repusieron con aportes de los 
propietarios y, estando legítimamente en condiciones de distribuir utilidades, se van a encontrar ahora con un impuesto diferencial sobre esa distribución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero preguntar qué pasaría con estos Bancos que han puesto capital propio si la reforma no se aprobara o si no se incluyera este 
artículo; dentro de tres o cuatro meses, ¿se encontrarían en una situación mejor teniendo en cuenta que estarían gravados en un 30%? 


SEÑOR DE BRUN.- Estarían pagando, al igual que cualquier otra empresa, sobre las utilidades generadas, sin diferenciar que fueran distribuidas o no, un 
impuesto del 30%. 


Ahora, al igual que otras empresas que no hicieron aporte de capital, podrían haber pagado el 25%, pero van a abonar el 32%, porque hicieron aporte de 
capital y ahora están legítimamente en condiciones de poder distribuir utilidades, porque el volumen de capital que hoy tienen les permite hacerlo sin riesgo 
para la propia solidez de la institución bancaria y porque ese es el flujo normal de sus operaciones. En el caso de Argentina, tras la crisis, su Banco Central 
admitió mecanismos de contabilidad creativa por los cuales los Bancos no tuvieron que reflejar las crisis y las difirieron en el tiempo. Por lo tanto, los Bancos 
no tuvieron que hacer aporte de capital y hoy lo están reponiendo vía utilidades retenidas. Si esa fuera la conducta que se hubiera seguido, hoy tendríamos 
un mejor tratamiento tributario que el que se propone aplicar. 


La idea es que se tenga en consideración a quienes aportaron capital de riesgo en el momento más negativo de la economía; no es bueno darles 
un trato discriminatorio negativo por medio de esta ley. Da la impresión de que para quien redactó esto hay sólo dos fuentes de financiamiento de un 
proyecto de inversión: utilidades retenidas o préstamos, y lo que se trató de beneficiar fiscalmente fueron las utilidades retenidas. Se debe tener en cuenta 
que hay una tercera forma de financiamiento de la operativa de las empresas, que es el aporte de capital propio. Si se reconoce y se demuestra que 


efectivamente ha habido aportes de riesgo de capital propio, entonces no se los debe gravar ahora con una tasa diferencial del Impuesto a la Renta por esa 
situación. 


Por otro lado, existe un tema operativo, y esta es una queja que últimamente los Bancos planteamos en varias situaciones. Supuestamente, 
debido a la organización de los Bancos o a su rol de intermediarios, se les pide ser, básicamente, colaboradores de la administración tributaria en la 
fiscalización y administración de muchos tributos, por supuesto, a costo de las instituciones. Un caso que es menor, pero que va a tener un impacto y 
eventualmente un riesgo tributario no despreciable para las instituciones bancarias, figura en el artículo 43 del Impuesto al Patrimonio. Cuando allí se 
establecen las deducciones por deudas admitidas por parte de contribuyentes del Impuesto al Patrimonio, se establece que a los tres meses de cerrado el 
balance del ejercicio económico del deudor, los acreedores tienen que otorgarle una certificación de los saldos que tiene con la institución acreedora. ¿Qué 
implica esto? Que los Bancos tienen que hacer un rastreo para saber en qué fecha el deudor cierra el ejercicio económico y así emitir de oficio 
certificaciones que, en realidad, el deudor no pidió. Los Bancos se las tienen que entregar y, eventualmente, como se trata de una obligación que fue 
establecida por ley, pueden ser objeto de sanciones por parte de la administración tributaria en función de este procedimiento administrativo. 


Pensamos que lo lógico es que la iniciativa no sea del Banco -para que no tenga que estar fiscalizando en qué momento su deudor cierra el 
ejercicio económico y emitiendo estos certificados- sino del deudor. Sería conveniente que el deudor solicitara la certificación al Banco y éste la emita en ese 
momento. 


Esto figura al final del literal A) del artículo 43 del Impuesto al Patrimonio. En realidad, si se trata de un acreedor que tiene pocos deudores, no 
importaría. Pero imaginen un Banco con miles de deudores; en ese caso se tendría que hacer un seguimiento permanente del momento en que cierra 
ejercicio cada deudor, para contar a partir de allí los tres meses y enviarle una certificación que ni siquiera requirió. De hecho, ese deudor no la va a pedir 
porque, de oficio, el propio acreedor la debe emitir. Nuestra sugerencia es que esa certificación sea solicitada por el deudor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿En qué consiste esa certificación? 

SEÑOR DE BRUN..- Se trata de una certificación de saldos que declara que, de acuerdo con los libros del Banco, a la fecha la persona debe tanto. 
SEÑOR ABREU..- Son miles y miles de certificados. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Es para las empresas. 


SEÑOR DE BRUN.- Es para todos quienes tienen cierre de ejercicio. El Banco, a su vez, no sabe si esa persona, por una razón o por otra, es contribuyente 
del Impuesto al Patrimonio; se supone que lo es y, por lo tanto, le va a emitir ese tipo de certificaciones. La idea es invertir la carga de la solicitud de modo 
que quien está declarando el Impuesto al Patrimonio sea el que solicite la certificación al Banco. 


Para finalizar, tenemos dos puntos para plantear a la Comisión. Uno de ellos es más bien de forma que de fondo y tiene que ver con que en esta 
reforma tributaria se incluye una tasa de contralor del sistema bancario. Nos llama la atención que, en un proyecto de ley que trata de racionalizar y de 
simplificar tributos, se incluya una tasa cuyo destino no es Rentas Generales, sino el Banco Central. En el texto original había algunos problemas 
adicionales, ya que no quedaba muy claro cuál era el monto gravado, pero ahora sabemos que son los activos propios de los Bancos. Sin perjuicio de eso, 
nos parece que la introducción de esta tasa debería estar atada a la discusión sobre la independencia del regulador del sistema bancario -y de los de otras 
actividades del sistema financiero- respecto del Banco Central. No voy a entrar ahora en la discusión sobre si es bueno o no que el supervisor bancario 
dependa del Banco Central o que esté fuera de él, porque ello se debería debatir en otro ámbito. De todos modos, entre las ventajas de que esté dentro del 
Banco Central destacamos dos: la coordinación y el costo. En sistemas pequeños como para soportar el costo de un regulador de jerarquía y de tamaño 
importante, posiblemente sea más eficiente financiar la actividad de regulación con el señoreaje que cobra el Banco Central. Ahora bien; si se va a introducir 
un costo por la regulación, el argumento para tener a la superintendencia de entidades financieras en general dentro del Banco Central se derrumba y, 
entonces, convendrá sacarla de allí para lograr los beneficios de la separación de los distintos intereses que pueden tener ambas partes en materia de 
regulación. 


Creo que esta discusión habría que darla junto con la de la Carta Orgánica del Banco Central; si en ésta se decide separar la Superintendencia de 
Bancos, entonces razonablemente hay que darle el presupuesto correspondiente y, en ese caso, se crearía la tasa. Pero si se considera que es mejor que 
esté dentro del Banco Central, entonces reduzcamos los costos de la regulación e introduzcámoslo dentro del presupuesto general del Banco Central. Pero 
tratar este tema junto con la reforma tributaria parece, al menos, fuera de contexto, dada la temática general del proyecto. 


En consecuencia, la propuesta sería desglosar esta tasa del proyecto de ley y postergar su consideración hasta tanto se trate la reforma de la Carta 
Orgánica del Banco Central. 


De todas maneras, quiero dejar constancia de que el elemento de mayor incertidumbre -que era cómo se determinaba esta tasa- quedó en parte 
aclarado en el nuevo texto que tiene el proyecto de ley, aunque sigue sin quedar expresamente establecido que esta recaudación no debería superar el 
costo que tiene el regulador, por lo que debería incluirse alguna previsión en el sentido de que el Banco Central presente anualmente el presupuesto de la 
entidad reguladora. 


SEÑOR ABREU.- Simplemente, quiero hacer una reflexión. Si es una tasa está como contrapartida por la prestación del servicio y no tiene por qué 
transformarse en un impuesto. Si no me equivoco se fijó en uno por mil sobre los activos propios de los Bancos. Si aplicamos este tributo del uno por mil 
sobre los activos de diez Bancos privados, que aproximadamente podrían estar en los U$S 5.000:000.000, estaríamos hablando de U$S 5:000.000. 


SEÑOR DE BRUN.- Hemos calculado que, en el total del sistema bancario, esto representaría, aproximadamente, U$S 15:000.000. 
SEÑOR ABREU.- Incluyendo a los Bancos públicos. 

SEÑOR DE BRUN.- Sí, señor Senador. 

SEÑOR ABREU.- Yo estaba hablando de los diez Bancos privados; pero incluyendo a los públicos estaríamos hablando de esa cifra. 


SEÑOR DE BRUN.- A esa suma habría que agregarle lo que se recauda por las compañías de seguros, las entidades financieras, las casas de cambios, los 
agentes de bolsa y los fondos previsionales, entre otros. 


SEÑOR ABREU.- Quiero señalar que AEBU -que recién compareció ante la Comisión- argumentó en el sentido de que esto sería un incipiente impuesto a 
la actividad y que lo consideraba beneficioso. Para ellos era bien visto que la tributación dentro del sistema bancario, en el futuro, esté orientada mucho más 
hacia la actividad. 


En lo personal, creo que este es un impuesto sobre los activos y no sobre la actividad. Quisiera saber qué posición tiene el economista de Brun. 


SEÑOR DE BRUN.- Voy a reiterar un comentario que realicé al comienzo de mi exposición. La actividad financiera tiene la peculiaridad de que el diseño de 
los instrumentos financieros se adapta permanentemente y cambia de forma ante lo que pueden ser los costos de la gestión de dicha actividad, incluidos los 


costos tributarios, aunque no son los únicos. Por lo tanto, gravar manifestaciones de actividades financieras específicas -es decir, gravar un cheque, un 
activo, un depósito o el interés de un depósito- lo único que genera son sustituciones en la forma en que las actividades financieras se llevan a cabo, 
probablemente, con los efectos que no son los mejores o los más eficientes para el funcionamiento de la actividad financiera. En realidad, la discusión en el 
mundo, hoy por hoy, en materia de tributación al sistema financiero va evolucionando hacia lo que es gravar el valor agregado de la actividad financiera 
independientemente del instrumento financiero que la genera. 


Si estuviéramos analizando una forma de tributación específica del sector financiero, donde justamente de lo que se trata es de evitar introducir 
distorsiones en el uso de determinados instrumentos financieros, estaría de acuerdo con una discusión de ese tipo. Ahora, mantener la política de gravar 
expresiones de actividad financiera con distintas tasas y bajo distintas modalidades, a mi juicio, lo único que genera a la larga es desintermediación 
financiera. Eso es lo que se observa en países donde, justamente, la evolución tributaria ha ido en el sentido de intentar gravar la actividad financiera a 
través de manifestaciones de ésta y no la actividad financiera en sí. Lo que termina ocurriendo es que esa misma actividad financiera se presta por otros 
operadores y bajo otros instrumentos. 


SEÑOR MOREIRA.- Yendo a lo que señalaba el señor Senador Abreu y aludiendo al tema de las distintas estimaciones que se hicieron -hoy se hablaba de 
U$S 5:000.000 y ahora resulta que son U$S 15:000.000- quiero señalar que la tasa, por su naturaleza jurídica, supone que quien la recibe debe prestar un 
servicio, o sea que tiene que haber una contraprestación que debe guardar una razonable equivalencia con el servicio que se presta. ¿En este caso, existirá 
esa razonable equivalencia? Porque si no hubiera esa razonable equivalencia, podría tratarse de una tasa inconstitucional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es "hasta". 


SEÑOR DE BRUN.- Como 
efectivamente anota el señor Senador Michelini se dice “hasta”, es decir que estamos ante un máximo, lo que indica que, eventualmente, puede ser 
menos. Por eso sería bueno que se instrumentara algún mecanismo por el cual se revele, por parte del Banco Central, cuál es el presupuesto que va 
financiar esta tasa y, por lo tanto, asegurarnos que la recaudación no lo supere. 


SEÑOR MOREIRA.- Cuando se habló de U$S 15:000.000 pensé que era hasta el tope. 


SEÑOR DE BRUN.- Por último -y así no les quito más tiempo- quiero hacer referencia a un tema de mucha sensibilidad y que creo es bueno tener en 
cuenta. 


Considero que dos disposiciones de este proyecto de ley -en realidad, son más pero me preocupan estas dos en particular- afectan 
sustancialmente lo que ha sido, hasta ahora, la naturaleza del secreto bancario en Uruguay. En consecuencia, deseamos advertir que tal como están 
redactadas estas normas, pueden generar confusión, una mala interpretación y, eventualmente, debilitar lo que ha sido una de las ventajas competitivas de 
los servicios bancarios en Uruguay, justamente, el secreto bancario. 


Me voy a referir a los artículos 54 -que apareció en la nueva versión de este proyecto de reforma tributaria- y al 55, sobre el cual ya habíamos 
hecho planteos anteriormente. 


El artículo 55 refiere a que el secreto bancario no debería servir para obstaculizar la labor de la Dirección General Impositiva como fiscalizador de 
los impuestos que paga el Banco, algo que, en principio, parece obvio. Creo que no puede haber dos opiniones al respecto pero es tan obvio que, además, 
es innecesario. ¿Por qué? Porque de hecho, no existe en la actualidad ningún impuesto por el cual el secreto bancario esté, de alguna manera, 
obstaculizando la labor de la Dirección General Impositiva en la fiscalización de los tributos que, como contribuyentes, les corresponde pagar a los Bancos. 
Entonces, en principio, la ley establece algo obvio pero que, al mismo tiempo, es inaplicable porque de hecho, no hay ninguna situación que encuadre 
dentro de esta ley. Pero, ¿qué pasa? La mera existencia de este artículo plantea, en primer lugar, una hipótesis de conflicto entre la Dirección General 
mpositiva y los Bancos. Puede suceder que cuando la Dirección General Impositiva solicite a los Bancos información sobre determinados clientes por 
operaciones pasivas, le respondan que no se la pueden facilitar porque están amparados por el secreto bancario. A su vez, la Dirección General Impositiva 
puede alegar que las requiere para fiscalizar el impuesto de los Bancos y estos pueden replicar que, en realidad, no la necesita para llevar a cabo esa 
tarea. En tal caso la Dirección General Impositiva podrá decir que los Bancos no son quiénes para determinar qué información necesita para fiscalizar. 
Posiblemente esto termine en la vía del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, donde se dilucidará que información requiere o no la Dirección General 
mpositiva. 


Entonces, en la mejor de las hipótesis, esta disposición no se utiliza y, por lo tanto, es como que no existiera. Por otra parte, en la peor de las 
hipótesis, puede dar lugar a pensar que la Dirección General Impositiva utiliza este artículo para buscar una información sobre determinadas personas para 
después alegar -porque aquí se establece que no se puede utilizar esta fuente por parte de la Dirección General Impositiva en su labor de fiscalización de 
los depositantes- que la obtuvo por otros medios, con lo cual, si un depositante considera que esto puede ocurrir, su percepción acerca de la seguridad del 
secreto bancario, puede verse fuertemente debilitada. 


En resumen, este artículo no aporta nada pero, eventualmente, puede dar lugar a malas interpretaciones y generar un sentimiento de 
desconfianza respecto del secreto bancario en cuanto a la lectura que los depositantes puedan hacer de este artículo. 


A esto se suma el artículo 54 que, si bien no conozco lo que opinan los señores Senadores, no lo entendí. Lo he consultado con varios estudios 
jurídicos y hay opiniones muy disímiles en cuanto a qué es lo que está diciendo exactamente con este 
artículo. 


Parte del artículo dice que “Cuando la administración tributaria presente una denuncia fundada al amparo del artículo 110 del Código Tributario, y solicite en 
forma expresa” -nuevamente emplea el vocablo “fundada”- “y fundada ante la sede penal el levantamiento del secreto bancario a que refiere el artículo 25 
(...), las empresas comprendidas en los artículos 1% y 2% de dicha norma quedarán relevadas de la obligación de reserva sobre las operaciones e 
informaciones que estén en su poder”. 


Cuando se lee el artículo hasta ese punto parecería que dijera que con la mera presentación de una denuncia fundada -sin decir fundada a juicio de 
quién- la obligación de reserva de los Bancos, sin que medie nada, queda automáticamente relevada. 


Pero luego el artículo expresa “siempre que no medie en un plazo de treinta días hábiles, pronunciamiento en contrario del Fiscal competente o del 
Juez de la causa”. 


Entonces, una primera duda es si es en el momento que se presenta o treinta días después. Acaso, ¿basta con que la DGI se presente -en su 
opinión, en forma fundada- para que los Bancos queden relevados de su obligación de reserva o es necesario esperar los treinta días? Ese aspecto no 
queda claro. 


Ahora bien, la oración que se pone a continuación agrega más oscuridad. Allí se dice: “En tal hipótesis,” -no sabemos cuál, pero parecería que es 
la de que no medie en un plazo de treinta días- “el levantamiento del referido secreto alcanzará exclusivamente a las operaciones en cuenta corriente y caja 
de ahorro”. 


Lo que interpreto en este caso es que la Dirección General Impositiva se presenta y automáticamente los Bancos quedan relevados del secreto 
bancario. Si antes de treinta días, un Fiscal o un Juez dice: “No”, aún así esa Dirección tiene la facultad de levantar el secreto respecto de cuentas corrientes 
y Cajas de ahorro. Reitero, al parecer, eso es lo que se quiere establecer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero ante la Justicia. 


SEÑOR DE BRUN..- Sí, pero con la última frase del artículo, si entendemos que la hipótesis es que no medie en un plazo de treinta días pronunciamiento en 
contrario del Fiscal competente o del Juez de la causa... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desde mi punto de vista es un problema de redacción, pero el espíritu de este artículo es el siguiente. Se presenta la Dirección 
General Impositiva fundada -a su criterio- ante el Juez y le dice... 


SEÑOR MOREIRA.- Pero eso no lo dice el proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien pero, reitero, el espíritu es que se presenta y si el Juez le dice que sí, está perfecto. Ahora bien, si en los treinta días el 
Juez o, incluso el Fiscal, realiza observaciones, entonces, tendrá que hacerlo por el mecanismo hoy existente y no por el que se plantea aquí. 


En la hipótesis de que pasen treinta días, no sale afirmativo y no dicen nada, o sale afirmativo, en la hipótesis de que las empresas quedan 
relevadas del secreto profesional, sólo puede ser para las cuentas corrientes y las cajas de ahorro, porque esto es un aspecto fiscal, y no para los depósitos 
o, dicho de otra forma, para el funcionamiento de las empresas. 


SEÑOR BRECCIA.- En primer lugar, quiero dejar constancia ante nuestro visitante que no integro en forma permanente la Comisión; por lo tanto, recién 
estoy tomando conocimiento de algunos artículos del proyecto de ley. 


En segundo término, creo que la operativa del artículo va a ser la siguiente. Se presenta la Dirección General Impositiva, formula la solicitud 
fundada y en ese caso el Banco queda relevado de la obligación de reserva, pero eso no quiere decir que quede obligado a proporcionar la información. 
Insisto, de lo que queda relevado es de la obligación de reserva. 


En ese caso se puede presentar tanto el contribuyente sobre el cual media denuncia, como el propio Banco para realizar la consulta 
correspondiente, con lo que se va a generar un contencioso en materia penal. Es obvio que allí el Juez podrá determinar, mediante una vista fiscal y su 
propia resolución fundada, si efectivamente existe o no la hipótesis que la Dirección General Impositiva alegó. Para eso es el plazo de treinta días y recién 
entonces va a quedar relevado el Banco de la mencionada obligación. 


Esta es la interpretación, desde mi punto de vista. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos hablando de la sede penal pero esto lo debe presentar la Dirección General Impositiva. 


SEÑOR BRECCIA.- La Dirección General Impositiva lo presenta en la sede penal y el Juez abre una especie de contencioso con vista a las partes. Es algo 
que perfectamente puede hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien; se dispone de treinta días y, si no contestaron... 


SEÑOR BRECCIA.- Lo cierto es que el Banco queda relevado de su obligación de reserva, siempre y cuando en treinta días el Juez o el Fiscal no decidan 
lo contrario. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: estoy preocupado por el fondo del asunto y lo hemos planteado -como usted recordará- al equipo económico; el tema 
no es la operativa sino cómo nos estamos acercando a una modificación del régimen del secreto bancario. Quiero que esto quede claro porque quiero 
compartir con el contador de Brun la preocupación de fondo y no la operativa. Lo que hay aquí es la conversión administrativa de una denuncia penal que 
actúa sobre el argumento de un jerarca de la Dirección General Impositiva, cuyo fundamento puede ser no acceder a la información que necesita. Entonces, 
la simple inexistencia de esta información o el fundamento de decir “necesito acceder a esta información” por el motivo que fuere, de por sí convierte una 
actividad administrativa en una actividad penal, no sólo desde el punto de vista del relevamiento del secreto bancario sino también por la existencia de una 
coacción psicológica sobre el depositante y sobre el ciudadano, lo que va a provocar una altísima inseguridad en el manejo de su relacionamiento con la 
institución bancaria. Esto, sin perjuicio de los fundamentos hasta legales -sobre los que podremos discutir- del alcance que puede tener el hecho fundado de 
poder relevar un secreto bancario en estas condiciones. 


Como se recordará, hicimos mención del Estado policíaco lo que, en cierta forma, agravió al equipo económico pero lo hicimos para intentar ser lo 
más gráficos posible. Está muy bien que la administración tributaria salga en busca de todos aquellos elementos que, de alguna forma, sean incumplidores 
de sus obligaciones tributarias pero creo que le estamos dando al sentido de la eficacia tributaria un alcance de tal naturaleza que ahora la inseguridad se va 
a trasmitir en forma muy clara al cliente del Banco, cuando -como decía muy bien el contador de Brun- el secreto bancario es uno de los pilares 
fundamentales del funcionamiento del sistema. Con esto no quiero decir que el secreto sea el gran escudo para ocultar actividades ilícitas individuales o 
colectivas. Quiero insistir en esto porque, más allá de la operativa, mi pregunta es: ¿cómo ve la Asociación de Bancos este ingreso a la excepción del 
artículo 102 del Código Tributario, más el decreto del secreto bancario? 


Asimismo, hay un elemento que no nos satisface mucho y es la posibilidad de que, por voluntad del depositante y en función de determinado 
beneficio que se le pueda dar, él también pueda contribuir a levantar su secreto bancario, lo que se prevé en el articulado. 


Se trata de temas que no podemos mirar desde el punto de vista político, incluso desde la sospecha, porque detrás de esto hay una gran 
presunción de fraude, en el entendido de lo que pueda hacer la Administración; simplemente se dice que hay una presunción de fraude y se ingresa en la 
jurisdicción con derivaciones penales de un gran sentido intimidatorio para el ciudadano y para quien está tratando de buscar un relacionamiento adecuado 
entre el cliente y la institución donde deposita sus fondos. 


Insisto en que se trata de un tema que requiere una gran delicadeza y mi pregunta va en el sentido de cómo se ve esto, no en cuanto a la operativa 
sino en lo que respecta al fundamento de la inclusión de este artículo con la excepción del levantamiento del secreto bancario. 


SEÑOR MOREIRA.- Sinceramente, este tema me provoca una gran preocupación. Recuerdo que cuando votamos el Presupuesto quinquenal, se 
establecieron una serie de facultades excepcionalísimas, ampliando las potestades de la DGI, que verdaderamente no nos conformaron. Me parece que 
estamos yendo muy lejos en esta materia al otorgar la posibilidad de tomar una serie de sanciones muy graves por vía administrativa sin las garantías del 
debido proceso. 


Nadie duda de que queremos que todos paguen los impuestos y nos parece algo muy sano, pero también es cierto que hay que garantizar los 
derechos de las personas y el debido proceso es un principio fundamental. He visto a la DGI avanzar sobre los derechos de algunos contribuyentes, con 
razón o sin ella, pero hay que darles la posibilidad de defenderse. Algo que me parecería vital para el sano funcionamiento del sistema bancario nacional 
sería establecer un procedimiento especial y que la inacción de la Justicia no habilite al levantamiento del secreto bancario. Creo que la Justicia debe 
pronunciarse y es necesario establecer un procedimiento que la obligue a hacerlo. Perfectamente puede darse el caso de que la Justicia no se expida y, en 
ese caso, el depositante queda absolutamente desamparado y los Bancos tienen que levantar el secreto bancario. Eso no me parece bien, porque se suma 
a una serie de cosas que han sido objeto de una gran polémica pública y todos lo sabemos. Hubo casos muy sonados y controvertidos en esta materia, que 
incluso llevaron a que el propio Director de Rentas fuera procesado por una declaración que hizo debido a una resolución de un Juez que no le gustó. 


Estamos ingresando a un terreno delicado y, sinceramente, como abogado estoy preocupado porque considero que habría que establecer un 
procedimiento muy preciso. El Juez tiene que pronunciarse; la inacción de la Justicia no puede llevar al levantamiento del secreto bancario. Eso me parece 
mal. Pienso que habría que cambiar este artículo, porque se suma a otros aspectos que ya han ido ampliando estos grandes poderes inquisitivos y que 
permiten la aplicación de sanciones sin la participación de la Justicia competente. Se procede por vía administrativa sin que la gente tenga derecho a 
defenderse. 


Esta es mi tesitura, respetando que la eficiencia de la recaudación ha sido muy buena, que el propósito es muy noble y que todos deben pagar los 
impuestos, pero creo que, a veces, hay que ponerle freno al apuro y al excesivo celo en el cobro sin que la gente tenga la posibilidad de recurrir a la Justicia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos guste o no, todo es en sede penal. 
SEÑOR ABREU.- Eso es lo más grave. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La discusión puede ser infinita, pero no deben quedar dudas de que el procedimiento es en sede penal. 


SEÑOR DE BRUN.- No quiero discrepar con el señor Senador, pero aquí se plantean dos temas. Uno de ellos es la clarificación de un artículo cuya 
redacción es oscura. Cuando se menciona la expresión “en tal hipótesis”, en realidad, no se sabe si la hipótesis se refiere a que el Juez se negó o a que no 
se pronunció. Parecería que la DGI se negó, pero la DGI igual tiene acceso a las cuentas corrientes y cajas de ahorro y esto me parece inadmisible. 


El otro tema es que hay una cuestión -con esto respondo a la pregunta del señor Senador Abreu- que los Bancos entienden apropiada en estos 
casos, que son las garantías del debido proceso. Sin perjuicio de las facultades de fiscalización que tiene la administración tributaria, como institución 
bancaria uno desearía ver que el secreto bancario está tutelado por un Juez. Justamente, corroborando lo señalado por el señor Senador Michelini, si esto 
transcurre en una sede penal, uno desearía que los pronunciamientos sobre el relevamiento acerca de la obligación de guardar secreto por parte de los 
Bancos fueran pronunciamientos expresos del Juez, como de alguna manera ocurre actualmente. Si se quiere establecer un trámite más expeditivo y 
contemplar que haya algún plazo para pronunciarse, eso también debería ser fehacientemente notificado a los Bancos. En este artículo no se establecen 
mecanismos de notificación fehacientes a los Bancos en el sentido de que hubo una presentación fundada o no de la DGI y tampoco de que transcurrieron 
los treinta días. Realmente hay un alto grado de incertidumbre sobre en qué momento esto empieza a tener efectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que puede clarificarse pero de todos modos daremos la discusión más adelante. 
SEÑOR DE BRUN..- Finalmente, hago entrega al señor Presidente de la Comisión la nota que he traído en el día de hoy. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Hacienda agradece la presencia y los aportes del contador De Brun. 


(Se retira de Sala el representante de la Asociación Bancos Privados del Uruguay) 
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